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LA SANCIÓN MORATORIA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 65 DEL C.S.T. – Señala el artículo 65 del C.S.T. que si a la terminación del contrato de trabajo, el empleador no paga al trabajador los salarios y prestaciones debidas, salvo los casos de retención autorizados por la Ley o convenios por las partes, debe pagar a aquel, como indemnización, una suma igual al último salario diario por cada día de retardo.

En ese sentido ha sido pacifica la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral en manifestar que si bien la precitada indemnización moratoria se causa por la falta de pago de los salarios y prestaciones al trabajador, lo cierto es que la misma no opera de manera automática, pues para exonerarse de esa sanción, el empleador en el curso del proceso judicial puede demostrar que su obrar estuvo revestido de buena fe.
(…)
Igualmente, no se puede dejar a un lado el hecho de que durante la relación laboral y para el momento en el que finalizó la misma, el señor Román Yesid Castaño Welgos no reconoció y pagó las acreencias laborales a las que tenía derecho la trabajadora, pues solo intentó reconocer lo que consideraba que se le adeudaba el 18 de enero de 2016 cuando a través de su apoderada judicial consignó a órdenes del despacho la suma de $150.000 por concepto de prestaciones sociales y vacaciones, que como se vio anteriormente, no corresponde a lo que se le debía cancelar.

Así las cosas, no resulta posible exonerar al empleador de la sanción moratoria prevista en el artículo 65 del C.S.T. a que fue condenado en el curso de la primera instancia, pues contrario a lo afirmado por él, dentro del proceso no acreditó que esa falta de pago de los derechos laborales de la trabajadora hubiese obedecido a una conducta revestida de buena fe.
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Hoy, dieciséis de agosto de dos mil diecisiete, siendo las dos de la tarde, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver los recursos de apelación interpuestos por la señora MARÍA OLIVA HERRERA GAVIRIA y el señor ROMAN YESID CASTAÑO WELGOS en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas el 5 de julio de 2016, dentro del proceso que promueve la primera en contra de la señora SANDRA LILIANA BETANCUR OSPINA y al que fue vinculado el recurrente CASTAÑO WELGOS en calidad de litisconsorte necesario, cuya radicación corresponde al Nº 66170-31-05-001-2015-00046-01.
Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:
Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende la señora María Oliva Herrera Gaviria que la justicia laboral declare que entre ella y la señora Sandra Liliana Betancur Ospina existió un contrato de trabajo entre el 13 de septiembre de 2013 y el 30 de octubre de 2014 y con base en ello aspira que se condene a la demandada a reconocer y pagar salarios dejados de cancelar, auxilio de transporte, horas extras, cesantías y sus intereses, primas de servicios, vacaciones, la indemnización por despido sin justa causa, la sanción moratoria prevista en el artículo 65 del C.S.T., lo correspondiente al calzado y vestido de labor, los aportes al sistema general de pensiones y las costas procesales a su favor.
Refiere que: El 13 de septiembre de 2013 celebró contrato de trabajo con la señora Sandra Liliana Betancur Ospina para desempeñarse como empleada del servicio doméstico, el cual se extendió hasta el 30 de octubre de 2014; el 19 de enero de 2015 el cónyuge de la señora Betancur Ospina la llamó para cancelarle $400.000 correspondientes a salarios y prestaciones sociales; el horario de trabajo que cumplía era de lunes a viernes de 7:00 am a 7:00 pm y los sábados de 7:30 am a 3:00 pm y el salario mensual devengado era de $440.000; al momento de presentar la demanda no se le han cancelado las prestaciones sociales y vacaciones, horas extras, los aportes al sistema general de pensiones, ni lo correspondiente al calzado y vestido de labor; el 19 de enero de 2015 acudió al Ministerio de Trabajo con el fin de alcanzar una conciliación con la demandante, sin embargo, no compareció al llamado hecho por esa entidad.
Al dar respuesta a la demanda –fls.46 a 53 y 59 a 62- la señora Sandra Liliana Betancur Ospina expresó que no era cierto que la demandante hubiese sido contratada por ella, pues en realidad fue contratada para prestar sus servicios de aseadora en el apartamento 604 de la torre 4 del edificio Portal del Parque P.H. por parte del señor Román Yesid Castaño Welgos, relación contractual que se extendió desde el 20 de enero de 2014 hasta el 29 de agosto de esa misma anualidad, cancelándosele $30.000 por cada uno de los días en los que prestaba el servicio, que eran los lunes, miércoles y viernes. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “Pago de la obligación”, “Falta de legitimación por pasiva” y “Cobro de lo no debido”.
En auto de 10 de agosto de 2015 –fl.64- el juez admitió la contestación de la demanda y con base en lo afirmado en ese escrito, ordenó vincular al proceso en calidad de litisconsorte necesario al señor Román Yesid Castaño Welgos, quien después de ser notificado del auto admisorio de la demanda, procedió a contestarla –fls.71 a 77 y 81 a 83- aceptando que había suscrito contrato de trabajo con la señora María Oliva Herrera Gaviria en los términos descritos por la señora Sandra Liliana Betancur Ospina e igualmente que el 29 de agosto de 2014 le manifestó a la accionante que no regresara a trabajar porque se le habían extraviado unos objetos de valor. Frente a los demás hechos expresó que no eran ciertos. Se opuso a las pretensiones y propuso las excepciones de mérito de “Pago de la obligación” y “Cobro de lo no debido”.

En sentencia de 5 de julio de 2016, el Juez declaró que entre la señora María Oliva Herrera Gaviria y el señor Román Yesid Castaño Welgos existió un contrato de trabajo entre el 30 de septiembre de 2013 y el 29 de agosto de 2014, motivo por que condenó al vinculado como litisconsorcio necesario a reconocer y pagar por concepto de auxilio de transporte la suma de $343.600, $260.000 por concepto de indemnización por despido sin justa causa y la suma de $4.550.175 por la sanción moratoria prevista en el artículo 65 del C.S.T., esto es, la suma global de $5.153.775; indicando que la suma consignada al despacho por concepto de prestaciones sociales cubría el valor que se le adeudaba por esos conceptos, razón por el que absolvió al señor Castaño Welgos de esas pretensiones de la demanda.

Igualmente condenó al empleador a cancelar los aportes al sistema general de pensiones al fondo en el que se encuentre afiliada la demandante.

Inconformes con la decisión, la señora María Oliva Herrera Gaviria y el señor Román Yesid Castaño Welgos interpusieron recurso de apelación en los siguientes términos:

La señora Herrera Gaviria a pesar de expresar que en el proceso no quedó demostrado el horario, ni el salario, ni la buena fe, ni el supuesto hurto del que se le acusó en su momento, no manifestó cuales eran los puntos de inconformidad frente al fallo que sustentaban tales afirmaciones No obstante, posteriormente indicó que no se encontraba de acuerdo con el extremo final de la relación laboral fijado por el Juzgado, pues considera que en con la denuncia que hizo el señor Román Yesid Castaño Welgos queda acreditado que el servicio fue prestado hasta el 10 de noviembre de 2014, motivo por el que solicita que se liquiden las prestaciones sociales teniendo en cuenta ese extremo final.
Por su parte el señor Román Yesid Castaño Welgos sostuvo que no se encontraba de acuerdo con la condena que por concepto de sanción moratoria había fijado el juez, por cuanto en el proceso quedó demostrado que su actuación frente a la señora María Oliva Herrera Gaviria fue de buena fe, ya que le cancelaba por cada día de servicio prestado la suma de $30.000 que corresponde a una suma superior al mínimo legal diario vigente y posteriormente consignó a órdenes del despacho lo que le adeudaba a la trabajadora por concepto de prestaciones sociales.
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:
¿Quedó demostrado en el proceso que la señora María Oliva Herrera Gaviria prestó sus servicios como empleada del servicio doméstico a favor del señor Román Yesid Castaño Welgos hasta el 10 de noviembre de 2014?

¿Demostró el señor Román Yesid Castaño Welgos que la falta de pago de las prestaciones sociales al finalizar el contrato de trabajo obedeció a una actuación de buena fe?
Con el propósito de dar solución a los interrogantes, se considera necesario precisar, el siguiente aspecto:

LA SANCION MORATORIA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 65 DEL C.S.T.

Señala el artículo 65 del C.S.T. que si a la terminación del contrato de trabajo, el empleador no paga al trabajador los salarios y prestaciones debidas, salvo los casos de retención autorizados por la Ley o convenios por las partes, debe pagar a aquel, como indemnización, una suma igual al último salario diario por cada día de retardo.

En ese sentido ha sido pacifica la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral en manifestar que si bien la precitada indemnización moratoria se causa por la falta de pago de los salarios y prestaciones al trabajador, lo cierto es que la misma no opera de manera automática, pues para exonerarse de esa sanción, el empleador en el curso del proceso judicial puede demostrar que su obrar estuvo revestido de buena fe. 
EL CASO CONCRETO
No se encuentra en discusión en esta sede que la señora María Olivia Herrera Gaviria fue contratada mediante un contrato de trabajo por el señor Román Yesid Castaño Welgos, el cual inició el 30 de septiembre de 2013, pues tal decisión no fue objeto de controversia por ninguna de las partes al interponer los respectivos recursos de apelación.

Lo que se encuentra en discusión inicialmente, es lo relacionado con el extremo final de la relación laboral sostenida entre las partes, y en ese sentido se tiene que el documento que da luces sobre las fechas entre las cuales se ejecutó el contrato, es la denuncia instaurada por el señor Castaño Welgos en contra de la señora Herrera Gaviria el 17 de abril de 2015 –fls.99 y 100- en donde el denunciante narra que la trabajadora fue contratada por él en el mes de septiembre del año 2013 (afirmación que sirvió de sustento al a quo para tener por demostrado el hito inicial de la relación laboral) y que el día lunes 10 de noviembre del año 2014 la señora María Oliva Herrera Gaviria no se presentó a desempeñar sus actividades como era habitual. Esto último, sumado a que en el proceso quedó demostrado que la actora prestaba sus servicios los días lunes, miércoles y viernes, permiten concluir que el último día en el que prestó sus servicios a favor del señor Román Yesid Castaño Welgos fue el viernes 7 de noviembre de 2014.
Así las cosas, sería del caso fijar como extremo final de la relación laboral la fecha señalada anteriormente y no el 29 de agosto de 2014 como lo había hecho el fallador de primera instancia, no obstante, en este punto es oportuno recordar que en las pretensiones de la demanda –fls.24 a 35- se solicita que se fije como tal el 30 de octubre de 2014, y como bien es sabido le está prohibido al juez de segunda instancia fallar con base en las facultades ultra y extra petita previstas en el artículo 50 del C.P.T. y de la S.S., por lo que al haberse solicitado como extremo final el 30 de octubre de 2014, será esa fecha la que se fijará como hito final del contrato de trabajo suscrito entre el señor Castaño Welgos y la señora Herrera Gaviria.
Bajo tales circunstancias y teniendo en cuenta que en el proceso quedó demostrado, por confesión hecha por el empleador, que el salario diario devengado por la trabajadora era de $30.000 (que para los años 2013 y 2014 supera el mínimo legal diario vigente) y como trabajó los días lunes, miércoles y viernes, se tiene que durante el tiempo que se prolongó el contrato de trabajo entre el 30 de septiembre de 2013 y el 30 de octubre de 2014, la actora trabajo 13 días al mes, es decir, que mensualmente devengaba la suma de $390.000, cifra ésta que se tomará para calcular lo correspondiente a las prestaciones sociales y vacaciones que reclama la señora María Oliva Herrera Gaviria, tal y como se ve en la siguiente tabla que se pone de presente a los asistentes y que hará parte integrante del acta que se levante con ocasión de esta audiencia.
De acuerdo con la tabla, tiene derecho la accionante a que se le reconozca y pague por esos conceptos la suma de $1.200.069, cifra a la que deberá descontársele la suma de $150.000 que consignó el demandante el 18 de enero de 2016 por concepto de prestaciones sociales y vacaciones a órdenes del Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas –fls.89 y 90-, es decir, que se le adeuda a la señora María Oliva Herrera Gaviria por esos conceptos la suma de $1.050.069.
De esta manera queda resuelto el recurso de apelación interpuesto por la demandante.

En lo que concierne a la sanción moratoria prevista en el artículo 65 del C.S.T., considera el señor Román Yesid Castaño Welgos que se le debe exonerar del pago de la misma, en razón a que estima que su actuación ha sido de buena fe, tal y como lo tiene sentado la Sala de Casación Laboral, no obstante, considera ésta corporación que tal afirmación no obedece a la realidad, pues en primera medida nótese que al interponer la denuncia en contra de la señora María Oliva Herrera Gaviria ante la Fiscalía General de la Nación –fls.99 y 100- él es claro en manifestar ante esa dependencia que la relación laboral que lo unía con la actora se había dado entre el mes de septiembre de 2013 y el mes de noviembre de 2014, es decir, aproximadamente un año y un mes, sin embargo, al contestar la demanda –fls.71 a 77 y 81 a 83- refiere que ese contrato de trabajo se prolongó durante un espacio mucho más corto de tiempo, esto es, entre el 20 de enero de 2014 y el 29 de agosto de esa misma anualidad, lo que implicaba en la práctica, desconocer los derechos causados por la actora durante el tiempo real durante el cual se prolongó la relación laboral.
Igualmente, no se puede dejar a un lado el hecho de que durante la relación laboral y para el momento en el que finalizó la misma, el señor Román Yesid Castaño Welgos no reconoció y pagó las acreencias laborales a las que tenía derecho la trabajadora, pues solo intentó reconocer lo que consideraba que se le adeudaba el 18 de enero de 2016 cuando a través de su apoderada judicial consignó a órdenes del despacho la suma de $150.000 por concepto de prestaciones sociales y vacaciones, que como se vio anteriormente, no corresponde a lo que se le debía cancelar.
Así las cosas, no resulta posible exonerar al empleador de la sanción moratoria prevista en el artículo 65 del C.S.T. a que fue condenado en el curso de la primera instancia, pues contrario a lo afirmado por él, dentro del proceso no acreditó que esa falta de pago de los derechos laborales de la trabajadora hubiese obedecido a una conducta revestida de buena fe.

Ahora bien, como la fecha de terminación del contrato de trabajo que se dispuso en esta sede fue el 30 de octubre de 2014 y en el curso de la primera instancia la misma se liquidó hasta el 18 de enero de 2016 cuando el señor Castaño Welgos entregó la suma de $150.000 por concepto de prestaciones sociales y vacaciones, se tiene entonces que la mora habría corrido durante 438 días y teniendo en cuenta que el salario diario era de $30.000, se le adeudaría a la señora Herrera Gaviria la suma de $13.140.000 y no la suma de $4.550.175 a que condenó el funcionario de primer grado, no obstante, como quien controvirtió ese punto fue el empleador y como único apelante no se le puede hacer más gravosa la condena, la misma se conservará en aplicación del principio de la no reformatio in pejus.
De esta forma queda resuelto el recurso de apelación interpuesto por el señor Román Yesid Castaño Welgos.

Costas en esta instancia a cargo del señor Castaño Welgos en un 100%

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. MODIFICAR los ordinales PRIMERO y SEGUNDO de la sentencia proferida por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas, los cuales quedarán así:
“PRIMERO. DECLARAR que entre la señora MARÍA OLIVA HERRERA GAVIRIA y el señor ROMÁN YESID CASTAÑO WELGOS existió un contrato de trabajo que se extendió entre el 30 de septiembre de 2013 y el 30 de octubre de 2014.

SEGUNDO. A. CONDENAR al señor ROMÁN YESID CASTAÑO WELGOS, como empleador, a pagar dentro de los diez (10) días siguientes a la ejecutoria de esta decisión, a favor de la señora MARÍA OLIVA HERRERA GAVIRIA, como trabajadora, la suma de CINCO MILLONES CIENTO CINCUENTA Y TRES MIL SETECIENTOS SETENTA Y CINCO PESOS ($5.153.775) por concepto de auxilio de transporte, indemnización por despido injusto y la sanción moratoria prevista en el artículo 65 del C.S.T.

B. CONDENAR al señor ROMÁN YESID CASTAÑO WELGOS a reconocer y pagar a favor de la actora por concepto de prestaciones sociales y vacaciones, la suma de $1.050.069.”
SEGUNDO. CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia recurrida.

TERCERO. CONDENAR en costas en esta instancia al señor ROMÁN YESID CASTAÑO WELGOS en un 100%.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta por las personas que han intervenido.
Quienes Integran la Sala,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
   OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA.                                         
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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